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Resol. Serie “B” N° 46
Expte. N° 19.485 – Año 2019 – Autos: “Baez Marcelino y Molina Catalina c/ Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo s/ Acción de Amparo - Apelación”

Santiago del Estero, once de mayo de dos mil veintiuno.



Y Vistos:



Para resolver en los autos del epígrafe el Recurso de Apelación interpuesto por la parte actora a fs. 124/125 vta. contra la sentencia de fecha 15/04/2019 a fs. 121/123, dictada por el Juez de Paz Letrado de Primera Nominación que  rechaza la acción de amparo, mediante la cual  pretendía que se ordene a la demandada a hacerle efectiva la adjudicación de una vivienda.-----------------

Y Considerando: 



I) Antecedentes:



Los amparistas dirigieron la acción contra la accionada planteando el objeto de pretensión antes mencionado, e invocando su derecho a una vivienda digna y estar en situación de vulnerabilidad, (fs. 93).-----------

Puntualizaron que la acción se basaba en la omisión del Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo (IPVU) de adjudicarles una vivienda, lo que tuvo lugar al no dictarse ningún acto administrativo en tal sentido, pese a su inscripción para ello desde el año 2010, y al haberse rechazado un trámite iniciado en el 2016 a tal efecto. Postularon que dicha omisión resulta lesiva en tanto les causa un daño real y actual a sus derechos de acceso a la vivienda y derecho a la vida, garantizados por el art. 75 Constitución Nacional (CN). Plantearon la arbitrariedad manifiesta de la conducta atacada por resultar contraria a la normativa aplicable, al no garantizar   la prestación básica que ella otorga a todos los ciudadanos que carecen de vivienda potenciándose por gravedad por la demora.-----------------------------------

En sustento de su reclamo relataron que en el año 2010 se mudaron a la provincia para asistir a su hija con tres hijos, dos de ellos discapacitados, situación que los llevó a presentar ficha de inscripción en el instituto demandado a efectos de que se otorgue vivienda, sin que se haya dictado acto administrativo alguno posterior.--------

Por otra parte, expusieron que, en el año 2011,  ante la necesidad, aceptaron la cesión de ocupación de una vivienda que se encontraba deshabitada, mientras aguardaban una propia. Refirieron que aquella había sido adjudicada al Sr. Eduardo Villalba , de profesión militar, que en aquel momento se encontraba asignado a otra provincia, quien en el año 2016 regresó y les reclamó el inmueble en cuestión. Señalaron que es en ese contexto, que iniciaron el trámite de recupero y adjudicación de la vivienda que estaban ocupando, lo que dio lugar Expediente 427/39/2016, al que fue agregado la ficha originaria de solicitud de vivienda.  Que en el mes de diciembre de ese año, se les informó en forma verbal, que la adjudicación de esa vivienda no era posible, pero que recién en 16/03/2018, se les notificó de una resolución por lo que no se hacía lugar al pedido de regularización.------------ 

Finalmente señalaron, que el 09/01/2018 habían presentado nota ante el IPVU, intimando a la adjudicación de la vivienda, la que se ingresó como Expdte.  202/39/2018, sin obtener respuesta.----------------------- 

Destacaron la situación de extrema vulnerabilidad en la que se encuentran por ser personas mayores, jubiladas, ambas con un delicado estado de salud.



Entre la documental acompañada por los amparistas, se haya agregada resolución de fecha 16/05/2017, dictada por presidente de IPVU,  en el marco del Expdte. 427/39/2016 en la que se dispuso no hacer lugar al pedido de regularización, como así también desafectar la ficha de inscripción al proceso de regularización a fin de que puedan participar de futuras adjudicaciones de vivienda (fs. 35/36).-------------------

Intimada la demandada a efectos del informe previsto por el art. 857 C.P.C.C., este no fue evacuado, por lo que se dio por decaído el derecho dejado de usar(fs. 116).--------------------------------------------

II) Sentencia Recurrida



El Juez de primera instancia resolvió no hacer lugar al amparo. En sus considerandos, en primer lugar, ha señalado que el plazo para interponer la acción se hallaba agotado, entendiendo que la Resolución 001494 -Expte. 427/39/2016, de fecha 16/05/2017 dictada por el IPVU, por lo que se rechazaba la adjudicación solicitada, es el acto impugnado. A partir de la fecha de dicha resolución evaluó la temporaneidad de la acción y que confrontó con la fecha de la interposición de la demanda, -16/04/2018-.----------

Sin perjuicio de ello, además puso de manifiesto que no se verificaba arbitrariedad del acto administrativo referido, en cuanto consideró que se trata de una decisión adoptada por organismo competente y fundada en legislación vigente.--------------------------------------------------

III) Agravios



Los recurrentes aducen como primer motivo de agravio la incorrecta interpretación del juez del acto que atacan, en cuanto este entendió que la demanda había sido interpuesta ante la resolución emanada del Expte. Nº 427/23/2016, por la que se les negó el pedido de regularización habitacional.------------------------------ 

Señalan que la acción instaurada tuvo como fin que se completara el trámite administrativo iniciado en el año 2010, Expte. 202/39/18, en el que solicitaran nuevamente dictamen en enero del 2018,  sin haber obtenido respuesta por parte del IPVU. Que se procedió por esta vía, ante la omisión de adjudicación de una vivienda solicitada en el marco de dicho trámite, que dejó a los actores en estado de desprotección durante diez años.  Destacan que este último y el mencionado por el juez, son trámites diferentes.-------------------------------------- 

En segundo término, la queja recae en que se estableciera la extemporaneidad de la acción. Al respecto, indican que el error se desprende por haberse remitido el juez a la fecha de la resolución que se dictó en el Expte. Nº 427/23/2016, la que aclara se les notificó el 16/03/2018. Sobre este punto argumentan que en la actualidad existe una efectiva lesión, en tanto persisten los efectos dañosos del acto de omisión administrativo que impugnan.-------------------------------------------------

Por último, se agravian de la determinación de la inexistencia de arbitrariedad. Entienden que, en ese análisis, no se tuvo en vista el verdadero objeto de la acción que es la demora exagerada en dictarse una resolución administrativa, y que les causa actualmente la privación de la vivienda propia, en una situación de vulnerabilidad en que se hayan insertos ellos y su familia.--------------------------------------------------

Destacan que la arbitrariedad manifiesta está constituida por dejar transcurrir diez años sin dictamen alguno.---------------------------------------------------

Refieren que seguir un procedimiento ordinario administrativo o judicial sería perpetuar un daño irreparable, al privárselos del derecho a vivienda propia y protección al grupo familiar.---------------------------

IV) Sustanciación 



El juez de origen tuvo por admisible el recurso de apelación, y se requirió el informe de ley -art. 857 CPCC-, el que no fue producido  (fs. 130, 149).-----------

V) Dictamen Fiscal 



A 154/155, se expidió el Sr. Fiscal General del Ministerio Público postulando el rechazo del Recurso de Apelación. Estimó que el rechazo de la acción deviene ajustado a derecho bajo el encuadre que ha efectuado el a quo-. Consideró que la resolución que rechazó la regularización habitacional se halla debidamente fundada, no advirtiendo arbitrariedad alguna, y por otra parte señaló que, según la fecha de su dictado, la vía del amparo resulta extemporánea.------------------------------



VI) Admisibilidad Formal  



Planteada de ese modo la cuestión, cabe verificar si se encuentran cumplidos los recaudos de admisibilidad del recurso de apelación intentado. En esa tarea, se advierte que el recurrente ha dado cumplimiento con los presupuestos formales, en tanto el recurso es deducido en el plazo fijado por ley -notificación personal f. 123 vta.  y cargo de mesa de entrada f. 125 vta.- y contra una decisión apelable a tenor de lo dispuesto por el art. 863 del C.P.C.C.----------------------------------

VII) Examen Sustancial 



Resultando formalmente admisible el recurso deducido, corresponde el tratamiento de los agravios traídos a consideración de esta Sala.---------------------

Ingresando a los motivos de queja, resulta que los argumentos al respecto giran en torno a tres cuestiones: la identificación del acto atacado por la acción, la temporaneidad en la interposición de esta y la arbitrariedad de la conducta que se arguye lesiva. Siendo ello así, se impone el estudio en este orden, desde que la determinación del primer reproche ha de incidir en la procedencia del análisis de los restantes.----------------

Conducta Impugnada:  Al respecto se planteó como vicio del fallo la incorrecta interpretación del acto atacado, al haber el juez identificado este con la Resolución 001494, dictada por el IPVU, en fecha 16/05/2017 en el marco del Expte. 427/39/2016. En oposición a ello, los recurrentes afirman que la vía intentada se dirigió contra la “omisión de adjudicación de vivienda” por la accionada, lo que ha tenido lugar desde el año 2010, y perdura al momento de interponer la presente acción.------------------------------------------ 

Sobre esta cuestión, el a quo comenzó por encuadrar el conflicto de la causa, entendiendo que hacía eje en la supuesta conculcación de derechos de gozar de una vivienda por haberse rechazado la adjudicación solicitada en el citado trámite administrativo. Ello lo reiteró al señalar que el acto que se impugnaba era la falta de admisión de adjudicación solicitada mediante la resolución antes referida. Más aún al examinar la arbitrariedad refiere a la motivación contenida en ella, que atiende solo a los antecedentes que hacen al trámite de “regularización habitacional” de la vivienda que ocupaban, y que comprendían circunstancias y regulaciones específicas. Estas expresiones denotan claramente, que atendió a una actuación de la accionada que, implicaba la falta de adjudicación, pero sólo en el encuadre del rechazo de aquel tramite particular.----------------------

Atento a ello, el motivo de reproche exige verificar en qué términos los amparistas han esgrimido el tema a decidir, lo que involucra identificar al acto u omisión que atribuyeron a la accionada como lesiva de derechos y garantías constitucionales, y que se articula con su pretensión de amparo.------------------------------

En ese sentido es de destacar que, bajo el título omisión de la autoridad pública, puntualmente  han indicado, que la acción se basaba en la omisión del IPVU en adjudicarles una vivienda. En su argumentación refirieron a la ficha de inscripción en el año 2010, a que su situación de vulnerabilidad fue puesta en  conocimiento de ese organismo, a la falta de dictado de acto administrativo de adjudicación de vivienda, y a ello  sumaban que no se había hecho lugar al pedido de regularización  sobre el inmueble en el que residían (fs. 94 vta.).-------------------------------------------------

Asimismo, sobre la conducta que adujeron lesiva, en su relato aludieron a solicitudes a efectos de la adjudicación, ante el IPVU,  en distintas oportunidades, y que se plasmaron diversos trámites, acompañando  documental que dan cuenta de ellas. Así: la ficha de inscripción ante el IPVU  que data del  año 2010 (fs. 6); la copia de la nota de fecha 19/10/2016 en la que solicitaban la regularización de ocupación de una vivienda, la que se tramitó mediante el Expte. 427/39/2016 -(fs. 39); y finalmente una presentación de fecha 09/01/2018, intimando a la adjudicación de vivienda que habían solicitado en el año 2010, destacando con ello la demora y, además esgrimieron una nueva situación, la de su  vulnerabilidad por la edad avanzada y estado de salud, petición que dio lugar al Expdte. 202/39/2018- (fs. 3/5).  Estos últimos extremos se reiteran al incoar la acción bajo estudio.---------------------------------------------

Frente a ello, y ante la ausencia del informe de ley de la accionada, es de observar que la única actuación del IPVU acreditada en autos,  es la Resolución del IPVU Nº 1494, del 16/05/2017 dictada en el Expte. 427/39/2016.  En dicho acto por un lado se resolvió no hacer lugar al trámite de regularización habitacional -art. 1-. Sobre lo así resuelto, el a quo efectuó sus consideraciones, y determinó que surgía conforme a derecho, lo cual llega firme a esta instancia, y los recurrentes expresaron que ello no resultaba objeto de su reproche por esta vía.  Pero, además, en esta actuación se ha dispuesto desafectar la ficha de inscripción del proceso de regularización a fin de que puedan participar de futuras adjudicaciones -art. 2- (fs. 35/36). Los actores expusieron que la resolución les fue notificada el 16/03/2018 (f. 95), esto es posterior a la última nota que presentaron solicitando la adjudicación (09/01/2018, f. 5).-----------------------

En este contexto, y ante la posibilidad que una conducta pueda estructurarse en dos formas: la positiva, (hacer), y la negativa (no hacer), se advierte que los amparistas definieron aquella que aducen lesiva, bajo esta última perspectiva,  al consignar que se trata de  “una  omisión”, esto es aducen una inacción que produce responsabilidad; un “dejar de hacer” algo necesario o conveniente, al que atribuyen consecuencias jurídicas.   En el caso, la omisión se planteó como un dejar de hacer que violenta los derechos constitucionales, presupuesto que contempla el art. 850 del C.P.C. y C.-----------------

Ahora bien, esta “omisión”, ha sido argüida temporalmente a una situación que remontan al 2010 -inscripción ante el IPVU-, pero también, y con particular relevancia, en relación a  actuaciones de ellos  y de la administración que tuvieron lugar durante el año 2018.  De este modo, se evidencia que los actores delinearon la conducta que reputan arbitraria y lesiva de derechos constitucionales, como una inacción continuada a lo largo del tiempo, pero subrayando que perdura al momento de interponer la acción.-------------------------------------

Los recurrentes en la demanda, como en su escrito recursivo, destacan este aspecto como elemento significativo de dicha conducta: la persistencia de los efectos dañosos derivados de una omisión administrativa que alegan lleva tiempo considerable, y la actualidad de la lesión. Y de ello surge, que no la limitaron,  aunque lo implicaron, al resultado negativo del pedido de regularización de la que se ocupó la resolución dictada en el Expte. 427/39/2016.------------------------------------

Así, al cotejar el planteo de la demanda,  con el objeto de la resolución, se advierte que el tema a decidir fue recortado, por cuanto el juez sólo atendió a la resolución referida  en el límite del contenido de su primer artículo que recae en la singular situación que allí se resuelve, y  dejó de lado la alegación de la “omisión de adjudicación vivienda”, como conducta lesiva, en el contexto de las otras premisas fácticas en que el actor puso en consideración, como lo es, la petición de hace diez años, pero particularmente la intimación en igual sentido efectuada en el año 2018, bajo la alegación de una situación de vulnerabilidad expuesta en tal oportunidad,  planteos a los que, más allá de su procedencia,  no se dio respuesta en  la sentencia atacada. De allí su falta de congruencia.----------------- 

En mérito a lo expuesto, corresponde recepcionar el agravio. 

Temporaneidad: Identificada la conducta atacada, en los términos antes expuestos, se torna pertinente el estudio de la segunda cuestión que es motivo de agravio. Esto es el plazo para instaurar la acción constitucional exigido por el art. 851 del CPCC.----------

Los recurrentes aducen que el error en este punto deriva de que el juez centró su análisis en la Resolución del IPVU Nº 0001494, y que tomó la fecha de su dictado (16/05/2017) para el cómputo del tiempo fijado en la norma citada, derivando de ello que el mismo se encontraba agotado al interponer la demanda. Frente a ello,  ponen de resalto la distinción de los trámites en que se peticionó la adjudicación de una vivienda, y el año 2010 -fecha de su inscripción ante el IPVU- como pauta temporal a partir del cual  aducen operó la conducta que alegan lesiva.  Luego citan diligencias acontecidas en el año 2018. Así postulan la temporaneidad de la acción con basamento en la actualidad de la lesión en el ejercicio legítimo de su derecho, y en su demanda han referido a la doctrina de la legalidad continuada.----------------------

Así planteada la cuestión, cabe tener presente que   el art. 851 del CPCC establece un plazo de caducidad de 30 días hábiles de producido el agravio y desde el cual tomare conocimiento el amparista. Como excepción a ello se presenta la doctrina invocada, desde que bajo tal supuesto procede el amparo ante una ilegalidad iniciada mucho tiempo antes de la demanda,  que se mantiene al momento de demandar y también en el tiempo siguiente.  En ella,  el requisito básico es que el acto impugnado mantenga sus efectos dañosos y sea reiterado regularmente, hasta el momento de interponer la demanda.-------------------------

El supuesto de excepción que los amparistas han planteado surge ambiguo, desde que los elementos que aportan no permiten que se verifique en el caso. Ello,  por cuanto mencionan un acto propio para definir la pauta temporal de inicio del cómputo, sin que  ésta dé certeza a la existencia de la oportunidad en que se debía producir la supuesta conducta omitida por la accionada. Pero, además, para justificar la prolongación de ella, acuden a un cúmulo de diligencias que implicaban solicitudes de adjudicaciones, las que son sustentadas en circunstancias particulares propias y que difieren, lo que lógicamente puede dar lugar a resultados diversos, y que torna imprecisa la configuración y por ende la reiteración de una omisión.  Los mismos actores destacaron que se trata de tramites diferentes. Estas distinciones en las actuaciones que se adujeron desestiman “la doctrina de ilegalidad continuada”.-----------------------------------

Ahora bien, en el marco fáctico planteado, se distingue que  los actores invocaron la lesión al derecho constitucional como consecuencia de la omisión de adjudicación de vivienda,  reseñando como última petición en tal sentido la  del año 2018, en la que, si bien han aludido a la del año 2010 para significar la demora, además pusieron en consideración del organismo una circunstancia particular (vulnerabilidad por vejez y salud). Además, adujeron un acto de la demandada que es subsiguiente temporalmente a esa solicitud, que resulta la notificación de la Resolución 0001494, que se ocupa de algunos de los planteos, en tanto difiere la adjudicación a una posibilidad incierta futura. En ese singular contexto, de existir la lesión alegada, los amparistas habrían tomado conocimiento de ella, en una fecha determinada, esto al ser notificados de la voluntad estatal a su pretensión,  y que  se expuso  aconteció el 16/03/2018.-----------------------------------------------

En este sentido resulta relevante que   la Resolución del IPVU 0001494, fuera notificada con posterioridad a la última nota intimando adjudicación de vivienda, aun cuando su dictado fuera previo y en un expediente distinto.  En dicha resolución se disponía expresamente que se desafectaba la ficha de inscripción del año 2010 del proceso de regularización, a fin de que puedan participar de futuras adjudicaciones. Esta  decisión, involucra la omisión que denuncian los amparistas,  y por ende el ponerla en  su conocimiento,  por su propia naturaleza, configura un acto concreto, puntual, cierto, determinado, que da cuenta de la conducta que asumió la administración, subsiguiente a la nota de fecha 09/01/2018 -Expte. 202/39/2018-. Es de notar que, luego del conocimiento efectivo de ese acto resolutorio,  es que se interpuso la acción cuyo objeto llevaría a revertir lo allí dispuesto.-------------------------------  

Cabe aclarar que el acto resolutorio fue al que atendió el juez de instancia anterior para evaluar la temporaneidad, sin embargo,  no ha considerado la fecha de notificación argüida. Y es que se ha remitido a la fecha del dictado de la resolución citada, justificándolo en la ausencia de constancias en autos de su notificación, y la falta de mención de ello por los actores. Pero por el contrario a lo así señalado, los amparistas han expresado en su demanda y reiterado en el recurso que fueron notificados el 16/03/2018 (fs 95 y 124 vta.) Al respecto, cabe tener presente que la ley refiere a la toma de conocimiento como punto de partida del plazo, y que la doctrina y jurisprudencia, señala que ello ha de comprender al conocimiento real y cierto (Rivas, Adolfo A. “El amparo”, ED. La Rocca, 2003, pag. 478/478).-----------

En este caso, ante la falta de constancias que acrediten la notificación de un acto administrativo de alcance individual,  resulta dirimente, su mención expresa en el escrito de demanda, que ello aconteció el 16/03/2018, y ante la falta de informe legal de la accionada, el juez debe resolver con los elementos aportados por el actor (art. 857 CPCC). De tal manera, podemos considerar,  que han tomado conocimiento de la conducta presuntamente lesiva de sus derechos en esa fecha, momento a partir del cual corre el plazo de caducidad fijado por la legislación de forma para la interposición de la acción de amparo. Ello así, cotejado con la fecha de interposición de la demanda (16/04/2018, fs. 100), la acción resulta planteada en término. En consecuencia, el agravio sobre esta cuestión deviene procedente.----------------------------------------------- 

Arbitrariedad: Lo antes establecido, lleva a dar tratamiento a las condiciones de viabilidad del amparo, entre las que se encuentra la arbitrariedad de la conducta atacada. Materia que además es particular motivo de agravio.-----------------------------------------------

Es de advertir que, en el pronunciamiento de instancia anterior se han efectuado consideraciones en torno a este requisito,  y el sustento del reproche al respecto, también recae en reputar equivocado el encuadramiento que se hizo de la conducta atacada. Ello se verifica según lo expuesto en los puntos anteriores,  de modo que el razonamiento a través del que se determinó la falta de arbitrariedad deviene errado por su incongruencia con la cuestión planteada.--------------------------------

En el análisis de esta condición,  resulta conveniente recordar que quien deduzca la acción de amparo debe demostrar la ilegalidad o arbitrariedad manifiesta en que incurre la autoridad demandada, en tanto, dicha exigencia implica que ella ha de surgir sin necesidad de investigación, ya que, la nota fundamental del instituto del amparo no está dada por la inexistencia de discusión, sino por la indiscutibilidad de la pretensión. “Atento que este singular instituto, requiere para su viabilidad que el acto u omisión impugnado imprima en el ánimo del juzgador una firme convicción sobre tan ilegítimo y grave desamparo del actor que amerite actuar la ley con una premura propia de tal menesterosidad, corresponde que el ocurrente, en su presentación, dedique al menos un acápite a la acreditación de la existencia de cada uno de los extremos requeridos. En mérito a que no hay derecho que no tenga raigambre constitucional, próxima o no, todo acto de autoridad que lesione de cualquier modo un interés particular, sería inconstitucional y susceptible de atacar por esta vía, si no exigiera, además, la letra constitucional dos recaudos que perfilen inequívocamente la excepcionalidad verificada: a) que esté viciado por una arbitrariedad o ilegalidad  manifiesta, b) que no exista otro medio judicial más idóneo (es decir, que al ejercer los otros, se produzca un daño grave e irreparable). La comprobación sobre estos dos factores, por consiguiente, debe ser exhaustiva para fundar la procedencia del amparo, so pena de desnaturalizar gravemente la vía (Resol. Serie “B” Nº 377, Autos: “Salvatierra Benito c/ Municipalidad de Pampa de los Guanacos (Dpto. Copo) s/ Acción de Amparo. Apelación”, sent. 16/09/05; Resol. Serie ”B” Nº 129, 0, “Tragant Carlos R. c/ Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo (IPVU) s/ Acción de Amparo  Apelación” sent. 01/10/15).------------------------------------------------

a) El caso:



Es de tener en miras que la acción se dirigió a obtener la adjudicación de una vivienda y que la conducta atacada es la omisión de la accionada en tal sentido, la que se alegó lesiva y arbitraria en razón del prolongado tiempo en que ha operado. Ello se contextualizó en distintos períodos: el primero en el año 2010 y el último en el año 2018. Además, se alegó una situación de vulnerabilidad por la edad avanzada de los amparistas y su estado de salud.------------------------------------------

Ahora bien, se plantea que la omisión que origina la reacción del ordenamiento es la pasividad del actuar a  que obliga la ley; es el incumplimiento del “deber hacer”, proveniente de una norma. En este caso particular del amparo, se alegó la lesión a derechos constitucionales. Es, por tanto, imprescindible que la omisión esté vinculada con el ordenamiento legal. De ello cabe entender que los amparistas sostienen que existe un deber del Estado de otorgarles una vivienda y que ello ha sido incumplido, poniendo en juego una situación de vulnerabilidad y el derecho del acceso a la vivienda.-----

b) Extremos fácticos alegados. Prueba



La pretensión de amparo, en el marco referido,  impone  establecer la plataforma fáctica en la que se inserta, en miras a establecer la existencia o no de un deber legal. Por ello corresponde verificar la acreditación y alcance de los extremos argüidos. Tales son: diversas peticiones de adjudicación de vivienda, la ausencia de otorgamiento de ella por parte del Estado, la vulnerabilidad que revisten los amparistas.---------------

Respecto a las diversas peticiones resultan acreditadas mediante la documental acompañada. Como se ha señalado, es a través de ellas que los amparistas gradúan la “ demora exagerada” de la omisión de la administración. Ahora bien,  es de destacar que todos los requerimientos tuvieron por objeto la adjudicación en propiedad de un inmueble, a la vez que cada uno responde a circunstancias propias y diferentes. Así surge de la inscripción ante el IPVU en el marco de los planes de adjudicación de vivienda en el año 2010 (f.6) ; de  la nota del año 2016, por la que se inició un trámite para la regularización de una vivienda que se ocupaba precariamente (f. 39); y de la nota en el año 2018, en la que intimaron  a hacer efectiva la adjudicación, alegando, además de la demora de otorgárse la vivienda desde su primera solicitud, una situación de vulnerabilidad de los requirentes (fs. 3/5).-  

En cuanto a la conducta de omisión que se imputa al organismo demandado, los amparistas la esbozan aludiendo a “la falta de dictado de resolución de adjudicación de vivienda” y “el rechazo de la regularización habitacional”. Ahora tal conducta no puede resultar desarticulada de la normativa legal en que se insertan los planes de vivienda que operan en el ámbito en que actúa el organismo demandado.-------------------------

Bajo tal perspectiva, se advierte que en relación a lo resuelto por el  IPVU sobre un trámite de regularización habitacional mediante resolución del 16/05/2017, se ha determinado que resulta conforme derecho en cuanto  se encuentra fundada en legislación vigente, lo que llega firme a esta instancia.-------------------------

Por otra parte, no se puede soslayar, que, en ese acto resolutorio administrativo, se dispuso que la ficha de inscripción del año 2010 habría de participar de futuras adjudicaciones. Resolución notificada con posterioridad al último pedido en el año 2018. De la directiva contenida en dicho acto, cabe colegir que no existe la decisión de negar la adjudicación, sino de encausar la petición por los procedimientos previstos legalmente a tales fines para el universo general de la población que lo requieran.-------------------------------

En ese contexto, la “omisión de adjudicación”, no aparece a priori como una idéntica respuesta de la accionada ante una misma situación planteada por los amparistas a lo largo del tiempo. Justamente las diferencias en sus peticiones, marcan distinciones en las razones de aquella. --------------------------------------



En lo que atañe a la situación de vulnerabilidad, los amparistas la basan en su edad avanzada, su condición de beneficiarios previsionales y a dolencias en su salud, extremos que aparecen acreditados mediante la documental agregada (f. 13, 14, 15, 22 , 43 y 44).------------------------------------------------------

Sin desconocer que estas circunstancias dan cuenta de que se trata de personas mayores, y como tales sujetos protegibles constitucionalmente conforme art. 75 inc. 22, 23 CN y art. 34 Const. Provs., para determinar la situación de vulnerabilidad alegada,  ha de observarse que concurra la situación de especial dificultad que le impida o acceder a derechos que hagan a su dignidad o situaciones que en su mayor grado pueda configurar un riesgo.---------

Sobre tal situación la CSJN ha referido como aquella situación personal, económica y social que no permite, pese a razonables esfuerzos, procurarse los medios para acceder a un lugar para vivir, con las condiciones mínimas de salubridad, higiene y seguridad necesarias para preservar su integridad física, psíquica y moral. (“Q. C., S. Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo”, CSJN, Sent. 24/04/ 2012 -Fallos: 335:452).------------------------------------------------- 

Asimismo, se ha señalado que una persona bien puede estar en situación de “vulnerabilidad social” frente al ejercicio de uno o varios derechos, empero no de otros o de todos (“GCBA s/ queja por recurso de inconstitucionalidad denegado en: K.M.P c/ GCBA y otros s/ amparo (art. 14 CCABA)” Expte. nº 9205/12,  21/04/2014).--

Ello así, la situación de vulnerabilidad, para el caso del derecho a la vivienda ha de ponderarse en cuanto existan obstáculos para hacerse de recursos que permitan conseguir, o permanecer en un lugar donde vivir. Y en ese sentido la obligación estatal variaría según cuál sea la situación de afectación acreditada.----------------

Sin embargo, sobre este último aspecto no se aportan mayores elementos, en cuanto a las condiciones, o contextos sociales, económicos ambientales o familiares de los actores, que permitan evaluar y poner precisión sobre la existencia o, en su caso,  el alcance del impedimento para asegurar, por sus propios medios, el acceso de su derecho fundamental a una vivienda digna. En este sentido. no se presenta evidente la ausencia de un lugar donde habitar, ni la imposibilidad de acceder a soluciones habitacionales por otros medios o formas.  Bajo tales pautas no resulta acreditada una situación de vulnerabilidad social con la trascendencia ante señalada.-

c). Derecho a la vivienda digna. Marco legal



En el contexto antes expuesto, cabe examinar la actuación del Estado, en lo que se ha implicado como su deber  el de otorgar un inmueble y como derecho lesionado el del acceso a la vivienda adecuada, el cual es reconocido  en el marco normativo de orden federal como en el local.-------------------------------------------------

En efecto, la CN ha establecido que el Estado debe otorgar los beneficios de la seguridad social "que tendrá carácter de integral e irrenunciable" y en especial se previó que la ley establecerá "el acceso a una vivienda digna" (art. 14 bis, tercer párrafo).---------------------

A su vez, el reconocimiento de este derecho se enmarca en diversos instrumentos internacionales. Así la Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 11), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ("PIDESC"); Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, (art. XI), elevado a la jerarquía de regla constitucional, en las condiciones de su vigencia, por el texto del art. 75 inc. 22 de la CN en la modificación introducida en 1994.----------------------

En el ámbito del Estado Provincial, en el art. 37 de la Constitución local, contempla el derecho de acceso  a la vivienda. Todo habitante tiene derecho a acceder a una vivienda digna que satisfaga sus necesidades mínimas y de su núcleo familiar. A este fin el Estado provincial procurará el acceso a la propiedad de la tierra y dictará leyes especiales de fomento a la construcción de viviendas.------------------------------------------------

Específicamente en la materia que nos ocupa, es necesario tener en cuenta que, en nuestro país, rige la Ley 21.581/77 que organizó el Fondo Nacional de la Vivienda, complementada posteriormente con la Ley 24.464/95,  que creó el Sistema Federal de Vivienda y estableció como objetivo facilitar las condiciones necesarias para posibilitar a la población de recursos insuficientes, en forma rápida y eficiente, el acceso a la vivienda digna, conforme lo previsto en el artículo 14 de la Constitución de la  Nación.  Nuestra provincia se adhirió a la misma a través de la Ley provincial Nº 6255/95, creando el Fondo Provincial de la Vivienda, el que es administrado por el Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo.-------------------------------------

En ese marco legal, importa destacar, que la doctrina y jurisprudencia ha señalado que no debe entenderse que el derecho a una vivienda adecuada obliga a los estados a otorgar hogares a toda la población en forma automática, sin perjuicio que  en determinadas situaciones excepcionales pueden verse obligados a adoptar medidas de carácter positivo, sean  administrativas, legislativas o judiciales para prevenir la carencia de viviendas, prohibir y evitar los desalojos forzosos, proteger a los grupos vulnerables y garantizar la seguridad de la tenencia.-------------------------------------------------

Por su parte la CSJN ha señalado algunos lineamientos a tener en cuenta en torno al alcance de ciertos preceptos tales como el reconocimiento de un derecho de acceso a una vivienda digna y el deber de sectores especialmente vulnerables. (“Q.C., S.Y. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ amparo”, CSJN, Sent. 24/04/ 2012 - Fallos: 335:452).---------------------



En tal sentido  señaló que la primera característica de esos derechos y deberes es que no son meras declaraciones, sino normas jurídicas operativas con vocación de efectividad (considerando 10).---------------- 



Para luego precisar que la mencionada operatividad tiene un carácter derivado en la medida en que se consagran obligaciones de hacer a cargo del Estado. Al respecto, sostuvo que la implementación de este derecho “requiere  de una ley del Congreso o de una decisión del Poder Ejecutivo que provoque su implementación. Ello es así porque existe la necesidad de valorar de modo general otros derechos, como por ejemplo la salud, las prestaciones jubilatorias, los salarios, y otros, así como los recursos necesarios”. Y bajo este razonamiento destacó que las normas en cuestión “no consagran una operatividad directa, en el sentido de que, en principio, todos los ciudadanos puedan solicitar la provisión de una vivienda por la vía judicial” (cons. 11).--------------------------

Como tercera característica consideró que estos derechos fundamentales están sujetos al control de razonabilidad por parte del Poder Judicial.  Y en tal orden señaló  que la razonabilidad significa  que, sin perjuicio de las decisiones políticas discrecionales, los poderes deben atender a las garantías mínimas indispensables para que una persona sea considerada como tal en situaciones de extrema vulnerabilidad. De modo que  la garantía mínima del derecho fundamental constituye una frontera a la discrecionalidad de los poderes públicos. Para que ello sea posible, debe acreditarse una afectación de la garantía, es decir, una amenaza grave para la existencia misma de la persona (cons.  12).---------------

Por otra parte en dicho fallo se admite  que no hay una única manera de responder al derecho de vivienda, y que depende de las circunstancias.----------------------

d) Aplicación de las reglas que anteceden al caso.                                                                     
   De lo hasta aquí expuesto, resulta que los amparistas han efectuado diversas solicitudes ante la administración   a efectos de que se otorgue una vivienda en propiedad.  En el caso de la primera 2010 y última 2018,  han sido sometidas por la administración a la regulación general que, en política habitacional, ha implementado a los procesos de adjudicación de vivienda.--

Por otra parte, sin desconocer la protección que puede   alcanzar a los actores por su edad avanzada, ella ha de operar ante una situación de vulnerabilidad social, en la que surja claro de que la respuesta dada por el organismo demandado, aún en el marco legal, pueda dar lugar a una situación de desamparo. Sin embargo, no obra en autos prueba al respecto.------------------------------

Bajo esa plataforma fáctica y de las pautas antes expuestas, en primer lugar, ha de tenerse en miras que los amparistas invocan la afectación a su derecho de acceso a la vivienda, al verse privado de vivienda propia.   Ello resulta desestimado bajo el criterio concordante de que el derecho a acceso a una vivienda no consiste en el derecho a obtener la posesión de un inmueble.  Aquel derecho fundamental no guarda identidad con el de propiedad. De allí que el objeto de su pretensión no guarda correspondencia con el derecho que aduce lesionado, ni con el incumplimiento de un deber impuesto al Estado en tal sentido. Por lo que no se configura la omisión argüida.--------------------------------------------------

Por otra parte, del  principio general en esta materia resulta que el Poder Judicial no puede desplazar a la Administración, atento a que ésta tiene facultades suficientes como para establecer las condiciones necesarias para acceder a los planes sociales habitacionales orientados a la familia y en ellos evaluar las condiciones para la adjudicación de las unidades habitacionales. Por lo tanto no corresponde en el estrecho marco procesal del amparo cuestionar la política habitacional del IPVU y las normas que regulan el acceso a determinados planes, en la que ha encauzado la pretensión de los actores.-------------------------------------------

Finalmente, teniendo presente que aún en tales marcos, se ha señalado la sujeción del control de razonabilidad por parte del poder judicial, ello en tanto se verifique la afectación de un núcleo esencial que atañe al reconocimiento mínimo e impostergable de tales bienes jurídicos, esto último no se verifica en el caso. Y es que no surge demostrada la existencia de peligro inminente, gravedad, lesión actual ni la inminencia de un daño, asi como la necesidad de lograr una protección excepcional de carácter urgente que preserve a los amparistas.-----------

Cabe destacar que esa frontera entre la discrecionalidad y el control judicial de razonabilidad,  que indica la CSJN, lo ha expuesto frente a supuestos de vulnerabilidad en las que se ponía en riesgo garantías mínimas indispensables para que una persona sea considerada como tal  y en los que la contemplación del derecho constitucional de acceso a la vivienda deviene compatible con  soluciones habitacionales por otros medios o formas, más allá del otorgamiento en propiedad de un inmueble, única pretensión esgrimida en el caso.----------

De lo hasta aquí examinado,  la situación que invocan y acreditan los amparistas,  se advierte sometida a los parámetros de soluciones generales que brinda la administración atendiendo al plexo de los derechos sociales previstos en la Constitución.  Por otra parte,  los elementos de juicio  en autos no permiten establecer  la existencia de una situación de emergencia habitacional, que coloque a los actores en una situación de vulnerabilidad que no puedan superar por sus propios medios.  Luego el derecho a una vivienda propia en la que se ha sustentado el amparo, no se corresponde con un deber de acceso a la vivienda.  En este marco,  la omisión de la adjudicación con  el  alcance que pretende los amparistas  no  configura un incumplimiento en el marco de la obligación constitucional invocada, por ende no se evidencia arbitrariedad o ilegalidad manifiesta que atribuye a la conducta de la accionada.-------------------

VIII). Conclusión



Sentado lo precedente, cabe precisar que sin perjuicio que del estudio de los motivos de agravio, resulta que, contrario a lo establecido por el juez de instancia anterior la acción es temporánea, y que se incurrió en error al definir la conducta atacada,  corresponde el rechazo de la acción amparo conforme a  los fundamentos expuestos en la presente.---------------------

IX) Sin perjuicio de ello y al margen de lo hasta aquí decidido, dada la condición de adultos mayores de los actores y  como tales sujetos de especial protección constitucional (inc. 22 y  23, art. 75, CN, art. 34 Const. Provs) y habiendo sido notificada la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de las presente actuaciones (fs. 112) no es posible soslayar  la posibilidad de que los actores se encuentran en una situación de vulnerabilidad, lo que no puede ser dejado de lado bajo el pretexto de falta de acreditación en esta causa, y en particular  ante la ausencia del informe de la entidad administrativa demandada. Por tal motivo se impone  dar intervención a la Secretaría referida, a efectos de que en el plazo de 10 (diez días) de notificada la presente, verifique si existe alguna situación de vulnerabilidad social que pueda exigir una especial asistencia, en  el marco constitucional señalado a lo largo de la presente, debiendo poner en conocimiento del juez de la causa la concreción de dicha actuación y en su caso, las medidas adoptadas en caso de verificar aquella. A tales efectos deberá ser notificada de lo así dispuesto.------------------------------------------------



Por los argumentos vertidos precedentemente, normas de aplicación y jurisprudencia citadas, y oído el Ministerio Fiscal, Se Resuelve: I) Rechazar el Recurso de Apelación interpuesto por la parte actora a fs. 124/125 vta. por los argumentos antes expuestos. En consecuencia confirmar en esos términos lo resuelto en sentencia de fecha 15/04/2019 dictada por el Sr. Juez de Paz Letrado de Primera Nominación (fs. 121/123.) en cuanto rechazó la acción de amparo. II) Dar intervención a la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia, a los fines de que realice  relevamientos, en el plazo de 10 (diez días) de notificada la presente, a efectos de comprobar si existe alguna situación de vulnerabilidad social, debiendo poner en conocimiento del juez de la causa la concreción de dicha actuación y en su caso, las medidas adoptadas en caso de verificar aquella. A tales efectos notifíquesela de la presente.  III Con costas. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Ana Rosa Rodriguez - Eduardo José Ramón Llugdar – Ante mí: Dra. Karina Chaud Nigro – Secretaria Judicial Autorizante – Es copia fiel del original, doy fe.
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